














LA EXHIBICIÓN DE SÍMBOLOS POLÍTICOS 
EN PERÍODO ELECTORAL 
EL LITIGIO ENTORNO AL USO DE LOS 
LAZOS AMARILLOS EN EDIFICIOS 
DE LA GENERALITAT DE CATALUÑA 

Ya nos hemos referido al hecho de que la polémica sobre la presen­
cia de simbología política no oficial en espacios públicos volvió 
a formar parte de la controversia partidista con ocasión del ciclo 
electoral de la primera mitad de 2019, como antes había ocurri­
do en el ciclo electoral de 2015 y en las elecciones al Parlamen­
to de Cataluña de 2017. Y como era de esperar, dicho conflicto 
se instrumentó, en buena medida, mediante diversas reclama­
ciones ante la JEC. Fue, precisamente, el pronunciamiento de 
dicho órgano de 11 de marzo de 2019 (A]EC 55/2019), al que 
antes hemos hecho referencia, el que desencadenó un episodio 
de agrio enfrentamiento entre la JEC y la presidencia de la Ge­
neralitat sobre la exhibición de lazos amarillos u otra simbolo­
gía política. 

Concretamente, el requerimiento de retirada de todas las "es­
telades" y lazos amarillos emplazados en cualquier edificio 
público de la Administración catalana y sus organismos de­
pendientes, contenido en el mencionado A]EC 55/2019, fue 
desatendido, y contestado mediante un escrito de alegaciones; 
y, por otro, se solicitó una opinión consultiva sobre el asunto al 
Síndic de Greuges. En respuesta a las alegaciones, la JEC reiteró 
su decisión anterior e intimó su cumplimiento en el plazo de 
24 horas (AJEC 66/2019, de 18 de marzo). Por su parte, el 
informe del ombudsman catalán recomendó al presidente de la 
Generalitat dar cumplimiento a las instrucciones de la JEC18

, 

pese a lo cual el presidente reafirmó su negativa a impartir las 
ordenes necesarias para dar satisfacción al requerimiento de la 
]EC, reiterando su compromiso con la libertad de expresión en 
el espacio público, "que no debe ser neutral, sino libre". 

Con todo, aunque de forma extemporánea, esa simbología po­
lítica explícita acabó siendo sustituida por otra de cariz distin­
to, de color amarillo o con lazos de distinto color. Esta actua­
ción fue objeto de un severo reproche por parte de la JEC, por 
interpretar que carecía de "otra finalidad que eludir o burlar 
los requerimientos emitidos por esta Junta Electoral Central" 
(A]EC 91/2019, de 21 de marzo), ante lo cual ordenó al Con-

18 La opinión del Síndic (de 15 de marzo de 2019, expediente A0-
00117/2018), reiteró, en primer término, su anterior parecer favorable a 
que las fachadas, balcones y otros elementos exteriores de los edificios pú­
blicos puedan ser utilizados «para difundir mensajes con carga ideológica 
ampliamente aceptados por mayorias políticas (aunque no siempre de ma­
nera unánime), siempre que esto se realice como una manifestación puntual 
de un sentimiento mayoritario en un momento y un contexto determinado, 
y siempre en el marco de la garantía de los derechos de las personas>> (In­
forme al Parlament 2018, Barcelona, Sindicatura de Greuges, 2019, p. 222). 
Sin embargo, a la vez, expresó su adhesión a los criterios sobre neutralidad 
política de los poderes públicos durante el periodo electoral (a partir de 
la convocatoria hasta la celebración de la votación) expuestos por la JEC. 
Posteriormente, en relación a la citada opinión del Síndic de 15 de marzo, 
la JEC expresó su criterio de que «la institución del Síndic de Greuges carece 
de competencia, de acuerdo con sus normas reguladoras, para supervisar la 
activídad de la Junta Electoral Central o dirigirse a la misma, puesto que no 
es administración autonómica catalana, ni local de Cataluña, y ni siquiera 
tiene su sede en dicha Comunidad Autónoma>> (AJEC 428/2019, de 26 
mayo), una posición que contrasta vívamente con la respetuosa relación 
de colaboración anterior entre ambas instituciones (vid. A]EC 7/2018, de 
ll de enero). 
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sejero de Interior de la Generalitat de Cataluña la impartición 
de instrucciones para que la policía autonómica procediese a 
la retirada de toda la simbología política, incluyendo "bande­
ras estelades, lazos amarillos o blancos con rayas rojas u otros 
de análogo significado, fotografías de candidatos o políticos así 
como pancartas, carteles o cualquier otro símbolo partidista o 
que contenga imágenes o expresiones coincidentes o similares 
a las utilizadas por cualquiera de las entidades políticas concu­
rrentes a las elecciones", presente en los edificios públicos de 
la Administración de la Generalitat y de todas sus entidades 
vinculadas o dependientes . Al mismo tiempo, abrió diligencias 
sancionadoras contra el presidente y dio traslado del tanto de 
culpa a la Fiscalía General del Estado19 Tras el cumplimiento 
de la exigencia de retirada de los símbolos, en la fachada del 
Palau de la Generalitat quedó una pancarta alusiva al derecho 
a la libertad de expresión, tal y como se enuncia en la Decla­
ración Universal de Derechos Humanos, que la JEC consideró 
inobjetable (AJEC 96/2019, de 27 de marzo). Al concluirse el 
ciclo electoral, los símbolos políticos motivo de reproche fue­
ron restituidos en la fachada del edificio. 

Como se recordará, la Junta Electoral ha consolidado una doc­
trina sobre la presencia de símbolos partidistas en edificios pú­
blicos y locales electorales20, cuyo punto de partida es el deber 
de los poderes públicos de preservar, como elemento esencial 
en la representación democrática, la igualdad en el sufragio, 
lo cual implica su obligación de abstenerse de forma estricta 
desde la fecha de la convocatoria electoral hasta la celebración 
de la votación de tomar partido en favor de ninguna de las can­
didaturas concurrentes (AJEC 400/2015, de 10 de septiembre). 
En alguna ocasión, además, lajEC ha manifestado que el deber 
de neutralidad e imparcialidad "es exigible a los poderes pú­
blicos en cualquier lugar u ocasión y, por consiguiente, abarca 
tanto la adopción de acuerdos, como la realización de actua­
ciones (incluida la vía de hecho) en los que un Ayuntamiento 
u otro ente público decida colocar o promover la colocación 
de banderas, carteles, pancartas, o cualesquiera otros símbolos 
que quebranten la posición de neutralidad y estricta imparciali­
dad que les impone la ley" (AJEC 401/2015, de 10 de septiem­
bre)21. Dicho criterio debe considerarse "aplicable a cualquier 
símbolo partidista, sean banderas, lazos, pancartas o cualquier 
otro que permita su identificación con alguna de las candida-

19 La Fiscalía interpuso, finalmente, una querella contra el presidente, admi­
tida a trámite por el TSJ de Cataluña a principios de abril de 2019; por su 
parte, el presidente presentó un recurso contencioso-administrativo contra 
el AJEC 91/2019 y una querella por prevaricación contra los miembros de 
!ajunta Electoral. 
20 Vid. los AAJEC 189/2015 de 13 de mayo, 225/2015 de 20 de mayo, 
400/2015 y 401/2015 de lO de septiembre, 132/2017 de 4 de diciembre y 
55/2019 de ll de marzo. 
21 Posteriormente, la citada STS 933/2016 insistió en la exclusión de la 
aprobación de un acuerdo en una asamblea de electos como título habi­
litante para la colocación de símbolos partidistas en los edificios públicos 
en periodo electoral en los siguientes términos: «no cabe aceptar de nin­
gún modo que la colocación de las banderas partidistas [ ... ] en edificios y 
lugares públicos constituyan un acto de "obligado" cumplimiento que se 
impone a los alcaldes por cuanto obedece a la decisión "democrática" de 
un pleno municipal adoptada con el voto de concejales democráticamente 
elegidos. En otras palabras, el hecho de que los acuerdos en los órganos 
colegiados se tomen democráticamente en modo alguno los hace conformes 
a derecho, sino que precisamente están sujetos al mismo y por ello pueden 
ser invalidados, sin que la formación democrática de los mismos los sane 
ni pueda prevalecer sobre el ordenamiento jurídico, que vincula a todos los 
poderes públicos>> (FJ 3). 
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turas concurrentes a las elecciones" (AJEC 132/2017, de 4 de 
diciembre). En sus términos nucleares, la doctrina de la JEC 
fue confirmada por la conocida STS 933/2016, de 28 de abril. 

En su tercer pronunciamiento sobre los "lazos amarillos" en la 
campaña de 2019 (AJEC 91/2019, de 21 de marzo), la interdic­
ción adquirió un contenido algo más amplio: "[d]icha previsión 
legal, en su esencia y finalidad, no puede tener un contenido 
limitado al mero acto de retirar algo sino que conlleva, en sí 
mismo, el acto de impedir que los hechos se reiteren durante 
ese periodo de tiempo". En este sentido, la JEC consideró que 
tanto el lazo amarillo como la bandera "estelada" son símbolos 
partidistas utilizados por formaciones electorales concurrentes 
a las elecciones. Las banderas "estelades" por cuanto también 
se utilizan como símbolo de determinadas formaciones políti­
cas y, por tanto, "simbolizan las aspiraciones de una parte de 
la sociedad catalana, pero no de toda ella" (AAJEC 225/2015, 
de 20 de mayo, 400/2015, de 10 de septiembre, y 401/2015, 
de 10 de septiembre); en la apreciación de lajEC "[s]e trata de 
un símbolo legítimo que pueden utilizar las formaciones po­
líticas en su propaganda electoral pero que, al menos durante 
los periodos electorales, por exigencia en lo dispuesto en el 
artículo 50.2 de la LOREG (Ley Orgánica 5/1985, de 19 de 
junio, del Régimen Electoral General), no lo pueden hacer los 
poderes públicos ya que estos deben mantener una rigurosa 
neutralidad política" (AJEC 66/2019, de 18 de marzo). Por su 
parte, el carácter de símbolo partidista del lazo amarillo se le 
atribuye porque "pretende recordar que dirigentes o candida­
tos pertenecientes a formaciones políticas que se presentan a 
las próximas elecciones se encuentran en situación de prisión 
preventiva" (AJEC 66/2019, de 18 de marzo). 

En sus pronunciamientos recientes, la JEC ha desestimado que 
la presencia de dichos símbolos en edificios públicos, otros lu­
gares de titularidad pública y los locales electorales constituya 
una expresión de derechos fundamentales como las libertades 
ideológicas y de expresión, dado que éstas son predicables de 
las personas, no de los "gobernantes", las cuales pueden ejer­
cerlos sin más restricciones que las que imponga el respeto 
de los derechos de los demás. Llama la atención que los pro­
nunciamientos de la JEC hagan referencia sistemáticamente 
al término "gobernantes" en lugar de "instituciones públicas", 
mucho más habitual tanto en la jurisprudencia (vid. la citada 
STS 933/2016, FJ 4) como en la doctrina constitucional (por 
todas, STC 244/2007) . Podría atribuirse esta substitución a un 
deseo de la junta de personalizar la responsabilidad de atender 
sus requerimientos para el cumplimiento del deber de neutrali­
dad, pero en nuestra opinión crea una innecesaria ambigüedad 
conceptual sobre el alcance del derecho ex artículo 20 CE en 
relación con las personas que ostentan, también, la condición 
de gobernantes. Así mismo, la doctrina de la JEC en este pun­
to22 plantea un debate de cierta trascendencia en relación a los 

22 La]EC desestimó (AJEC 66/2019, de 18 de marzo) la alegación que plan­
teó el presidente de la Generalitat al AJEC 55/2019 en relación a su deber 
de respetar el derecho fundamental a la libertad de expresión de los em­
pleados públicos, considerando <<que ese derecho no incluye la utilización 
de edificios y lugares públicos de forma partidista. Como señala el artículo 
53.1 del Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se 
aprueba el Texto Refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado 
Público, "los empleados públicos respetarán la Constitución y el resto de las 
normas que integran el ordenamiento jurídico"; lo que incluye la aplicación 

50 

límites de derecho a la libertad de expresión en relación a los 
empleados públicos, a los cuales hemos hecho referencia ante­
riormente y volveremos a abordar más adelante. 

En esencia, esta fue la doctrina que la JEC aplicó en sus acuer­
dos 55/2019, de 11 de marzo, y posteriores relativos a la pre­
sencia de simbología independentista en edificios de la ad­
ministración catalana. Bien es cierto que, en algunos puntos, 
se observan innovaciones que endurecen, significativamente, 
los requerimientos de neutralidad exigibles a las instituciones 
püblicas que obtuvieron el refrendo del Tribunal Supremo en 
2016, imponiendo constricciones adicionales sobre el derecho 
de libertad de expresión. Algunos de ellos ya las hemos referido 
aquí, así como las dificultades jurídicas que plantean, pero sub­
siste la duda de si estas modificaciones son una mera manifes­
tación del progresivo enconamiento en el que derivó el litigio 
con la presidencia de la Generalitat o una orientación doctrinal 
de la JEC con continuidad. 

Finalmente, debemos referirnos a un corolario de la doctrina 
anterior, específicamente circunscrito al marco temporal de 
la jornada de votación. La JEC ha reiterado la obligación de 
completa neutralidad política de los miembros de las Mesas 
electorales (incluidos interventores y apoderados) en el inte­
rior de los colegios electorales, lo que descarta la exhibición 
patente de emblemas de formaciones políticas o símbolos de 
carácter partidista: "[1] a identificación discreta de los apodera­
dos e interventores de las formaciones políticas constituye una 
excepción al artículo 93 [LOREG], pero en esa excepción no 
cabe amparar el derecho a que las formaciones políticas dise­
ñen un uniforme o vestimenta específica para sus apoderados 
o interventores, dado el sesgo propagandístico que esa unifor­
midad colectiva comporta, ni llevar camisetas que incorporen 
símbolos de carácter partidista, como en este proceso electoral 
el lazo amarillo" (Acuerdo JEC 127/2017, de 24 de noviembre; 
previamente, también AJEC 619/2015, de 20 de mayo). 

UNA PROPUESTA CON ÁNIMO CONCILIADOR 

Si bien no existe un criterio jurisprudencia! asentado, parece 
razonable sostener una interpretación según la cual los prin­
cipios constitucionales y legales que rigen la actuación de los 
poderes públicos y de las administraciones deben impedir o 
restringir con carácter general la exhibición institucional de 
símbolos políticos y partidistas en los edificios públicos. No 
obstante, las circunstancias que envuelven los recientes conflic­
tos, los antecedentes de otros casos similares y la complejidad y 
variedad casuística debería llevar a un ejercicio de ponderación 
en cada caso de los deberes y derechos afectados, sin perjui­
cio de que pueda adoptarse en algunos ámbitos -por su reite-

del artículo 50.2 de la LOREG. A ello cabe añadir que entre los deberes de 
los empleados públicos, el artículo 52 del mismo texto legal incluye los de 
neutralidad e imparcialidad; y, el apartado 2 del citado artículo 53 declara 
que "su actuación perseguirá la satisfacción de los intereses generales de 
los ciudadanos y se fundamentará en consideraciones objetivas orientadas 
hacia la imparcialidad y el interés común, al margen de cualquier otro factor 
que exprese posiciones personales, familiares, corporativas, clientelares o 
cualesquiera otras que puedan colisionar con este principio". De lo que se 
deriva un deber estricto de imparcialidad y de actuar al margen de cualquier 
posición ideológica que tengan». 
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ración o transcendencia- algún tipo de regulación específica 
que transcienda los meros principios relativos al estatuto de los 
empleados públicos o al goce de patrimonio de las administra­
ciones públicas. 

Con carácter general , partiendo de que la libertad de expresión 
es un derecho de la persona que no puede predicarse de las 
administraciones públicas, no parece que el emplazamiento de 
símbolos o mensajes en edificios o dependencias administrati­
vas constituya un medio adecuado para que un empleado pú­
blico ejerza el derecho a expresar libremente sus ideas . Además 
de que, como hemos visto, entre los principios de conducta 
de los empleados públicos está el que estos no pueden utili­
zar las dependencias públicas para su propio provecho o el de 
personas allegadas. Entre sus obligaciones está también la de 
velar por la adecuada conservación de los recursos y bienes 
públicos. 

Ahora bien, la necesidad de regulación y de contar con instruc­
ciones se sustenta en el hecho de que, a la hora de ponderar y 
consagrar determinadas excepciones, es evidente que el univer­
so simbólico puede ser muy amplio y heterogéneo. Además de 
que los espacios y edificios públicos no son iguales : las sedes 
de la presidencia de un Gobierno, de un ministerio, de una 
consejería o de una agencia o empresa pública no son homolo­
gables a un centro sanitario, un teatro público , una estación de 
ferrocarril, un centro de esparcimiento juvenil, una comisaría 
de policía, un centro educativo o un centro penitenciario o una 
universidad. Tampoco es lo mismo colocar un símbolo en la fa­
chada de un edificio que colocarlo, por ejemplo , en el comedor 
del personal o en un despacho o sala de reuniones. 

Por otra parte , no todos los empleados públicos son de la mis­
ma condición ni gozan de la misma libertad de expresión, y no 
todas las manifestaciones de la libertad de expresión son equi-
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parables. En efecto, cuando la iniciativa es de los trabajadores 
públicos o de terceros -y no de la Institución en cuestión- en­
tra en juego el derecho fundamental a la libertad de expresión, 
del que no son titulares las instituciones públicas. En ese caso, 
los mensajes que pueden exhibir los trabajadores públicos o 
los usuarios acostumbran a incluir críticas a las políticas gu­
bernamentales, etc. Pensemos, por ejemplo, en determinados 
colectivos, como los del ámbito de la salud o los docentes , que 
se han manifestado a menudo contra los recortes presupuesta­
rios mediante carteles o símbolos (unas tijeras con una barra 
diagonal) colocados en las dependencias de los propios servi­
cios públicos. Pero lo que es posible en relación con el personal 
sanitario o de la enseñanza no es posible en relación con los 
miembros de las Fuerzas Armadas o de las fuerzas y cuerpos de 
seguridad (STC 101/2003). Tampoco es lo mismo exhibir un 
lema reivindicativo o de protesta, un símbolo feminista, con­
trario a los "recortes sociales" o favorable a la causa LGBTI, que 
exhibir un símbolo considerado partidista -en el sentido que 
lo ha entendido el Tribunal Supremo en la STS 933/2016-, es 
decir, que no se identifica con la comunidad de ciudadanos en 
su conjunto o bien es percibido como un símbolo de la reivin­
dicación de un determinado espectro político. 

De ahí que los distintos ámbitos de la Administración encar­
gados de velar por el cumplimiento de esos principios y por 
lo establecido legalmente deberían poder dictar instrucciones 
en relación no solo con cualquier elemento presente en las de­
pendencias públicas, por ejemplo cualquier elemento de per­
sonalización de los espacios de trabajo (pequeño mobiliario , 
fotografías , objetos decorativos, etc.), sino también, llegado el 
caso, sobre la presencia de símbolos políticos o de reivindica­
ción laboral , a iniciativa de la institución, de los propios em­
pleados o incluso de terceros o usuarios de los servicios públi­
cos (estudiantes universitarios, por ejemplo). El ejercicio de esa 
potestad reguladora no puede tener como efecto indirecto una 
limitación total de la libertad de expresión. Se impone en cada 
caso un ejercicio de ponderación porque, como ha señalado el 
TEDH, basta con que una norma o actuación afecte a la libertad 
de expresión para que pueda considerarse que se ha producido 
una injerencia en este derecho, aunque el objetivo directo de 
aquella norma o actuación no tuviera relación con la libertad 
de expresión. 

En suma, podemos concluir que, de acuerdo con los artículos 
103 CE, y 52 y 53 EBEP, tanto la Administración pública como 
los empleados públicos deben actuar de acuerdo con los prin­
cipios de objetividad, imparcialidad y neutralidad, exigencia 
esta última que se agudiza en los períodos electorales. El hecho 
de que la Administración tenga que actuar siempre (tambi~n 
cuando exhibe símbolos o mensajes en sus edificios) al ser­
vicio de los intereses generales, no quiere decir que solo pue­
da exhibir símbolos oficiales. Un símbolo, por el hecho de no 
ser oficial, no es necesariamente partidista, y la exhibición de 
determinados símbolos en un edificio público puede ser con­
gruente con el interés general y no comprometer el buen fun­
cionamiento del servicio. En todo caso, la exhibición de esos 
símbolos deberá realizarse de acuerdo con la normativa ad hoc 
-si la hubiere- o con las instrucciones que rijan la utilización 
de las dependencias afectadas, si bien se impone en cada caso 
un ejercicio de ponderación entre los distintos bienes y dere­
chos en juego. •!• 
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